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RESUMEN 

La estructura pedagógica del presente trabajo académico podemos exponerla, 

epitómicamente, del siguiente modo: me referiré, como primordio, a la 

degeneración que la democracia y política argentina viene padeciendo desde 

hace dilatado tiempo y, asimismo, acerca de cuáles son las raíces etiológicas que 

dan fruto a este “árbol envenenado” que no hace sino agostar las bases más 

profundas de nuestra república.  

Luego de ello, me abocaré a poner de relieve cómo el fenómeno arriba señalado 

se ve reverberado en el campo sociojurídico, de manera diáfana, a través de las 

señeras omisiones o pretericiones inconstitucionales que encarnan, en numerosas 

ocasiones, tanto el Poder Legislativo como Ejecutivo, respectivamente. Ello sin 

perjuicio de que, como paso previo, expondré y patentizaré, en líneas 

tangenciales, cuáles son las corresponsales tipologías de normas o cláusulas 
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constitucionales que sufren permanentes jaques por parte de los mentados 

poderes políticos cuando éstos se erigen precisamente en agentes de las 

mencionadas acciones negativas inconstitucionales. Ulteriormente, para mayor 

ilustración sobre el tópico bajo estudio, directamente les proporcionaré ejemplos 

tan cristalinos como antonomásicos de la configuración, lamentablemente 

asidua, de omisiones o pretericiones que violan la Carta Magna vernácula, que 

incumplen los mandatos constitucionales y, a la postre, dejan insatisfechos los 

respectivos derechos de su universo subjetivo destinatario.  

Posteriormente, disertaré sobre las afamadas sentencias constitucionales atípicas. 

Explicaré cuáles son algunas de las conceptualizaciones doctrinales ensayadas 

para delinear sus contornos y determinar su naturaleza jurídica, las principales 

especies o categorías de este género sentencial, su fisonomía, fisiología, dinámica 

y los efectos que produce en la arena sociojurídica. Amén de ello, brindaré 

ejemplos que podemos hallar en las aguas del derecho comparado sobre la 

utilización de las sobredichas sentencias constitucionales atípicas. 

Subsecuentemente y, en tanto postrimera estación de mi razonamiento, les 

compartiré la conclusión final a la que arribé sobre la temática que nos convoca. 

 

PALABRAS CLAVE 
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ATYPICAL CONSTITUTIONAL RULINGS: A LEGAL AEGIS AGAINST 

UNCONSTITUTIONAL OMISSIONS OR PRETERITIONS OF THE 

BRANCHES OF THE STATE 



The pedagogical structure of this academic work can be summarized in the 

following way: in the first place i will address about the degeneration that 

Argentine democracy and politics has been suffering for a long time, and also the 

causes that give rise to this "poisoned tree" that undermines the deepest 

foundations of our republic. 

After that, I will focus on demonstrating how the aforementioned phenomenon 

manifests itself in the socio-legal field through the notable unconstitutional 

omissions or preteritions embodied by the Legislative and Executive branches, 

respectively. Without prejudice to that, as a preliminary step, I will present and 

demonstrate, in general way, the corresponding typologies of constitutional 

norms or clauses that are constantly under attack by the forenamed political 

branches when they carry out the aforementioned unconstitutional negative 

actions. But then, for further illustration of the topic under study, I will directly 

provide clear examples of the frequent configuration of omissions or preteritions 

that violate the vernacular Magna Carta, that fail to comply with constitutional 

mandates and, ultimately, leave the respective rights of people unsatisfied. 

Subsequently, I will discuss the famous atypical constitutional rulings. I will 

explain some of the doctrinal conceptualizations tested to outline their contours 

and legal nature, the main types or categories of this ruling genre, their 

physiognomy, physiology, dynamics, and the effects they produce in the socio-

legal arena. In addition, I will provide examples we can find in the field of 

comparative law regarding the use of the aforementioned atypical constitutional 

rulings. Finally, I will share my final conclusion on the subject of this legal article. 
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1- Introducción 

Para comenzar, he de exclamar que el deseo de abordar el tópico objeto de éste 

articulo nació durante el desarrollo de mi anterior trabajo: “Las Posiciones 

Doctrinales que Orbitan en Derredor a la Constitucionalidad del Efecto Jurídico-

Institucional del Fallo Levinas”. Ello fue consecuencia de que a partir del estudio 

de la mentada temática reflexioné cuanto sigue a continuación: nuestra política 

intestina, desde hace varios lustros, carece de la capacidad de arribar a consensos 

políticos dentro de plazos razonables. Por lo tanto, este vicio, degenerativo de la 

política y democracia argentina, no hace sino entelequizar la faz dogmática de 

nuestra constitución formal, pues, vale subrayar, sus respectivos mandatos no se 

honran y los corresponsales derechos naufragan como una navío sin capitán. A 

la par, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto cimero guardián de los 

derechos y garantías constitucionales, no tiene ninguna herramienta para torcer 



las voluntades atónicas del espectro político consistentes en no dictar leyes o 

ejecutar acciones positivas en aras a cumplir las mandas constituyentes y dar 

plena satisfacción a los derechos consagrados por dicha Ley Suprema. 

En virtud de lo disertado, cavilé que, talvez, el mejor camino sería efectuar una 

reforma constitucional parcial con el norte de remozar la zona de reserva de 

nuestro más Alto Tribunal de la Nación para conferirle la atribución de dictar 

sentencias que le permitan ejecutar los mandatos constitucionales cuando, pese 

a previas hortaciones judiciales, continúan con desdichada vigencia las 

pretericiones inconstitucionales del arco político vernáculo. 

Precisamente, en éste afán, en las líneas subsecuentes podremos atisbar qué 

mecanismos de defensa podemos hallar en el derecho comparado para batallar 

el fenómeno de marras con sólidas armas legales y, de esta forma, juzgar si 

devendría loable y potable la importación e implantación de los mismos en 

nuestro derecho positivo. 

 

2- La Degeneración de la Política y Democracia Argentina 

Éste es un fenómeno doméstico que no solo adolece de los nocivos vicios de la 

permanencia y constancia. Ello así, pues, es dable poner de resalto que su 

agudización va in crescendo con la galopancia de un caballo desbocado y la fuerza 

de un furibundo cimarrón. 

Sentado cuanto antecede, se impone señalar que las efigies de la etiología de éste 

flagelo en nuestra sociedad no son sino la fragmentariedad política, la profunda 

polarización social, la falta de cultura de diálogo, la priorización y preminencia 

de los intereses personales o partidistas (egoísmo y narcisismo político), la 

vehemente e indómita voracidad por alcanzar y conservar el poder político 

(Síndrome de Hubris), la corrupción, la crisis de legitimidad de las instituciones 



republicanas, la pérdida de confianza política e institucional de la ciudadanía 

argentina y su correlativa magra participación electoral. 

En este nefasto escenario, sostengo sin hesitación, desde un prisma netamente 

mereológico, que las causas precitadas traen consigo las siguientes graves 

consecuencias: 1) la construcción de acuerdos políticos, con la finalidad de 

resolver los problemas sociales, constituye casi una gesta utópica que ni siquiera 

un gallardo héroe griego podría conseguir; 2) como corolario, ello provoca que 

las normas o clausulas constitucionales se incumplen y los derechos atañederos 

no se satisfacen. Dicho de otro modo: se incurre en omisiones inconstitucionales. 

Ahora bien, ¿Cómo se clasifican las normas constitucionales? ¿Qué son las 

pretericiones u omisiones constitucionales? Lo veremos en los acápites 

subsiguientes. 

 

3 – Taxonomía de los tipos de normas o cláusulas constitucionales 

Para llevar a cabo la empresa pedagógica de clasificar a las normas o cláusulas 

de nuestra constitución formal vamos a seguir el pulcro trabajo que sobre el 

particular desarrolló el distinguido profesor Néstor Pedro Sagüés. Veámoslo a 

continuación:  

a) Normas o cláusulas constitucionales “operativas”: son aquellas que se 

efectivizan sin necesidad de pronunciar una norma infraconstitucional 

que las complemente. Por tal motivo, se suele aseverar que este tipo de 

nomas o cláusulas supremas son autoaplicativas. 

b) Normas o cláusulas constitucionales "programáticas": son aquellas que 

para actuar en el universo sociojurídico requieren el dictado de otra norma 

infraconstitucional que las desarrolle, instrumente o reglamente. Por tal 

razón, las cláusulas programáticas han sido definidas como bajo condición 

suspensiva (la "condición" es el dictado de dicha norma 



infraconstitucional, que una vez emitida convierte a la regla programática 

en operativa). 

Por otra parte, cabe destacar que el mencionado doctrinario subclasifica a las 

referidas especies de normas o cláusulas constitucionales de la siguiente manera, 

a saber: 

 Normas constitucionales programáticas de cumplimiento discrecional: 

en éste tipo de normas o cláusulas constitucionales programáticas el 

constituyente se limita a enunciar una meta o postulado, cuya ejecución 

deja en forma totalmente discrecional al arbitrio del legislador ordinario. 

En tal supuesto, la propia Constitución deposita en manos de ese 

legislador común la opción de cumplimentar o no a la norma 

constitucional programática (doctrina de la "invitación"), y la renuencia 

legislativa a no actuar no importa transgresión de la Constitución, ni 

inconstitucionalidad por omisión. 

El preclaro autor nos brinda como ejemplo de esta tipología de normas magnas 

al art.21, párrafo 5°, de la hogaña Constitución italiana, el cual edicta lo siguiente: 

"La ley podrá disponer, por preceptos de carácter general, que se den a conocer los medios 

de financiación de la prensa periódica". 

 Normas constitucionales programáticas de cumplimiento obligatorio: 

en estas especies de normas supremas el corresponsal constituyente no le 

da al legislador ordinario la opción de efectivizar o no a la cláusula 

programática, sino que explícitamente le asigna una tarea legislativa 

concreta (aunque al cumplimentar esa obligación constitucional, el 

legislador ordinario pueda arbitrar distintas alternativas específicas de 

ejecución, con mayor o menor libertad de acción jurídica, según los casos). 

El Dr. Sagúes nos proporciona como ejemplo dos normas constitucionales 

de esta naturaleza, a saber: el art.4 de la Constitución de la República 

Árabe Unida de 1964, el cual dispuso que: "la nacionalidad de la RAU está 



determinada por la ley". Por su lado, el art. 67 inciso 11) de la Constitución 

argentina preceptúa que: “corresponde al Congreso dictar la ley sobre 

naturalización y ciudadanía, con sujeción al principio de la ciudadanía natural". 

 

4- Las omisiones o pretericiones inconstitucionales  

4.1-Preambulo  

Las omisiones o pretericiones inconstitucionales, en términos pedagógicos, 

podemos conceptualizarlas o definirlas de la siguiente manera: “acciones negativas 

encarnadas por el Poder Legislativo o Ejecutivo en las que violan la Constitución 

Nacional en virtud de no honrar o cumplir, de forma total o parcial, las respectivas 

normas o cláusulas constitucionales”. 

En efecto, este tipo de conductas se pueden ver cristalizadas, en la arena de la 

actuación de la administración pública, cuando el congreso nacional no dicta las 

leyes necesarias y esenciales para la operatividad y satisfacción de determinados 

derechos constitucionales o cuando el poder ejecutivo no despliega y ejecuta las 

acciones de gobierno menesteres e imprescindibles para la concreción de la 

susodicha finalidad.  

Por otra banda, merece señalar que las omisiones inconstitucionales se clasifican 

en absolutas y relativas. Las primeras son aquellas en las que el poder legislativo 

no sanciona la ley que el mandato constitucional preceptúa o el poder ejecutivo 

no ejecuta el acto o hecho administrativo menester para honrar la manda 

constituyente que contiene la norma magna. 

Por su lado, la segunda categoría de pretericiones inconstitucionales consiste en 

aquellas acciones negativas en las que el parlamento cumple de manera parcial 

el mandato de la Carta Fundacional, por cuanto la proyección subjetiva de su 

vigencia normológica no alcanza a todos los destinatarios del mismo o 

comprende a sujetos foráneos a aquél. Éste último constituye un supuesto de 



foraneidad subjetiva legal que es inconstitucional como consecuencia de que la 

ley reglamentaria de la cláusula constitucional sobrepuja el radio de vigencia 

normológica subjetivista que estatuyó ésta. De tal suerte, el fenómeno descripto 

puede generar graves inobservancias y quebrantamientos de los principios de 

igualdad, equidad, razonabilidad y no discriminación contemplados en nuestro 

Bloque de Constitucionalidad Federal, entre otros. 

Por su parte, en el ámbito de actuación del poder ejecutivo, la mencionada 

especie de omisión inconstitucional se configura cuando el acto o hecho 

administrativo realizados por el Departamento Ejecutivo no comprende ni 

beneficia a todos los sujetos destinatarios de la manda impuesta por el 

constituyente o lo hace respecto a sujetos ajenos a éste. Ésta postrera hipótesis 

configura una foraneidad subjetiva administrativista que también conculca la 

Carta Suprema, en virtud de que la actuación de la administración pública no 

hace sino extender el radio de vigencia normológica a un universo subjetivo que 

no fue aprehendido por la corresponsal norma constitucional. Naturalmente, éste 

último supuesto también puede catalizar lesiones o vulneraciones deletéreas a 

nuestros más precipuos principios constitucionales. 

En esta línea de pensamiento, seguidamente voy a citar y analizar, de manera 

proémica y tangencial, casos específicos que suponen verdaderas e incontestables 

omisiones o pretericiones inconstitucionales en el campo doméstico. 

4.2 – Ejemplos de omisiones o pretericiones inconstitucionales en nuestro país 

a) Ley Nacional de Juicio por Jurados 

El dictado de la ley de juicio por jurados, a escala federal, era una antiquísima 

deuda pendiente que nuestro poder legislativo nacional tenía con nuestros 

históricos convencionales constituyentes. Precisamente, el antedicho vetusto 

pagaré databa del año 1853; así es, ni más ni menos que desde la sanción de 

nuestra primigenia Constitución Nacional.  



Establecido ello, cuadra puntualizar que, justamente a partir del juego armónico 

de los arts.24, 75 inc. 12), 118 y 126 de nuestro hogaño texto magno, podremos 

apreciar, sin dificultades, cómo se encuentra consagrada la sobredicha institución 

jurídica en el plano constitucional. 

Pese a ello, he de resaltar que recién el 09/12/2014 se positivizó el Juicio por 

Jurados en la ley ritual penal federal con la promulgación de la Ley 27063, la que 

concretamente aprobó el actual Código Procesal Penal Federal (cabe remarcar 

que la actual denominación de este cuerpo normativo tuvo lugar con la sanción 

de la Ley 27482 el 06/12/2018 y su promulgación de hecho el 02/01/2019, pues 

antes llevaba el nombre de Código Procesal Penal de la Nación). 

Por otra parte, la Ley 27482, en su art.3, creó la Comisión Bicameral de Monitoreo 

e Implementación del Código Procesal Penal Federal en el ámbito del Honorable 

Congreso de la Nación, con el fin de evaluar, controlar y proponer, durante el 

período que demandara la implementación del código de marras, los respectivos 

proyectos de ley de adecuación de la legislación vigente a los términos del 

Código Procesal Penal Federal, así como toda otra modificación y adecuación 

legislativa necesaria para su mejor implementación. 

Luego, el Honorable Congreso de la Nación, el 10/06/2015, sancionó la Ley 27146 

de "Organización y Competencia de la Justicia Federal y Nacional Penal", promulgada 

el 17/06/2015, la que tenía como norte implementar la reforma procesal penal 

instituida mediante la Ley 27063. Precisamente, el artículo 51 y su modificatoria 

disponía que: "Las disposiciones de la presente ley se aplicarán de acuerdo al régimen 

progresivo que establezca la Ley de Implementación del Código Procesal Penal Federal". 

Posteriormente se sancionó (10/06/2015) y promulgó (17/06/2015) la Ley 27150 

que estableció los mecanismos que se consideraron conducentes para iniciar el 

proceso de su implementación. El art.2 fue sustituido primero por el art.1 del 



Decreto de Necesidad y Urgencia N° 257/2015 y después por el art.1 del Decreto 

N° 188/2024, encomendando al Ministerio de Justicia la implementación. 

De tal manera, el 23/02/2024 el Poder Ejecutivo Nacional dictó el Decreto de 

Necesidad y Urgencia N° 188/2024 (citado como Decreto 188/2024) publicado en 

el Boletín Oficial el 26/02/2024 mediante el cual -entre otras- sustituyó el art.2 de 

la Ley N° 27150 y sus modificatorias, disponiendo que el Código Procesal Penal 

Federal entraría en vigencia de conformidad con el cronograma de 

implementación progresiva que establezca el Ministerio de Justicia. Asimismo, 

sustituyó el art.3 de la Ley 27150 y sus modificatorias, asignando a la susodicha 

cartera ministerial las funciones necesarias para la implementación y puesta en 

funcionamiento del Código Procesal Penal Federal. 

En efecto, el Ministerio de Justicia de la Nación, con arreglo a lo preceptuado por 

el Decreto de Necesidad y Urgencia N° 188/2024, estableció el cronograma de 

implementación progresiva del Código Procesal Penal Federal. Gracias a ello, el 

señero Juicio por Jurados que contempla el ceremonial penal federal ya entró en 

vigor en las jurisdicciones de los distritos federales de Rosario, Mendoza, General 

Roca, Comodoro Rivadavia y Mar del Plata. 

Empero, la señalada cartera ministerial decidió prorrogar la entrada en vigencia 

del Código Procesal Penal Federal en la C.AB.A., pese a que estaba prevista su 

implementación para el 11 de agosto del corriente año. La decisión adoptada por 

el Ministerio de Justica nacional obedece a las deficiencias edilicias y tecnológicas 

que acusa el poder judicial de la C.A.B.A. y los correlativos y reiterados reclamos 

del Ministerio Público Fiscal, vinculados a la falta de preparación suficiente para 

investigar casos complejos en dicha jurisdicción. 

De este modo, podemos columbrar como la orfandad de afectación de partidas 

por parte del Poder Ejecutivo para remozar la estructura edilicia y tecnológica en 

la jurisdicción federal de la C.A.B.A., no hacen sino imposibilitar la entrada en 



vigencia del Código Procesal Penal Federal dentro de sus limbos territoriales. 

Consecuentemente, ello redunda en la configuración de una preterición 

inconstitucional del Departamento Ejecutivo, toda vez que no permite cumplir 

con la manda constitucional consistente en que determinados delitos criminales 

federales perpetrados en el señalado distrito federal sean juzgados por jurados 

populares. 

 

b) Ley orgánica del Consejo de la Magistratura de la Nación  

La Corte Suprema de Justicia de la Nación declaró inconstitucional la ley 26080 

que establecía el funcionamiento y composición del Consejo de la Magistratura 

de la Nación. La declaración de inconstitucionalidad de nuestro Cimero Tribunal 

Federal versaba, strictu sensu, sobre la composición orgánica que estatuye la ley 

26080; Pero, ¿por qué? Veámoslo seguidamente:  

La referida ley, vigente desde el año 2006, disponía específicamente que el 

Consejo debe estar integrado por 6 legisladores, 1 representante del Poder 

Ejecutivo, 3 jueces, 2 abogados y 1 académico. Es decir que más de la mitad (7 de 

los 13) provenían de lo que la Constitución llama “órganos políticos resultantes de 

la elección popular”. 

Justamente, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, respecto a la descripta 

composición del Consejo de la Magistratura nacional, determinó que: “el 

estamento político cuenta con un total de 7 representantes -6 legisladores y 1 

representante del Poder Ejecutivo-, número que le otorga quórum propio y la mayoría 

absoluta del cuerpo”. Por tanto, concluyó que ello le da la potestad de realizar 

“acciones hegemónicas o de predominio sobre los otros tres estamentos técnicos, en clara 

transgresión al equilibrio que exige el artículo 114 de la Constitución Nacional”. 

Asimismo, desarrolló que: “Si bien pueden existir diferencias en el número de 

representantes de los distintos estamentos -en tanto no se exige una igualdad aritmética-



, esas diferencias no pueden permitir que ninguno de ellos tenga predominio o se imponga 

sobre los demás”. 

A tenor con la inteligencia cortesana expuesta, el Máximo Tribunal declaró 

inconstitucional la Ley 26080 y exhortó al Congreso a que sancione una nueva ley 

dentro de un “plazo razonable”. 

En paralelo, le concedió un lapso de 120 días al Consejo de la Magistratura para 

que realizara todo cuanto fuera necesario para integrar el órgano en línea con lo 

prescrito por la Ley 24937. Ésta fue la primera ley que reguló el funcionamiento 

y composición del Consejo. Su sanción tuvo lugar en el año 1998 y en cuya virtud 

se puso en funcionamiento dicha institución federal. Creó un Consejo de 20 

miembros. Uno de ellos era el presidente de la Corte, que cumplía a su vez el rol 

de presidente del Consejo. Los restantes 19 consejeros se distribuían de la 

siguiente manera: 4 jueces, 8 legisladores, 1 representante del Ejecutivo, 4 

abogados y 2 académicos. De esta manera, los representantes de la voluntad 

popular eran menos de la mitad (9 sobre 20). 

Empero, la exhortación de la Corte Suprema no fue cumplida por el Poder 

Legislativo. Desafortunadamente primaron las disputas políticas en vez del 

arribo a consensos para dictar una ley que dispusiera una composición y 

funcionamiento del Consejo de la Magistratura en consonancia con la Ley 

Suprema. 

En este ejemplo citado, hemos podido divisar como la Corte, en su calidad de 

máximo y último intérprete de nuestra Carta Fundacional, definió que la ley 

26080 era inconstitucional por vulnerar el equilibrio jurídico que estipula el 

art.114 de la Ley Suprema para la composición y funcionamiento del Consejo. 

Pese a ello, el Congreso de la Nación jamás procedió a readecuar la arquitectura 

compositiva e ingeniería funcional del Consejo de la Magistratura Federal con el 

objetivo de abrazar el criterio de la Corte Suprema Nacional y cumplir 



acabadamente el noventoso mandato constitucional. Expresado de otro modo: la 

conducta del parlamento nacional no constituye sino una cristalina e 

inconfundible omisión o preterición inconstitucional.  

Por añadidura, he de enfatizar que la Corte Suprema, como consecuencia del fallo 

examinado, excitó la reviviscencia de la Ley 24937 por cuanto ordenó que la 

composición y funcionamiento del Consejo de la Magistratura, hasta tanto se 

modifique el comportamiento abúlico de las autoridades políticas, se 

cohonestaría y ajustaría a los parámetros estatuidos por su ley orgánica 

primitiva, en mérito a que se encontraba en consonancia con cuanto impone 

nuestra Carta Magna. 

 

c) La Falta de Designación del Defensor del Pueblo de la Nación 

Embrionariamente, he de memorar que, en razón a la reforma constitucional 

parcial del año 1994, se incorporó el instituto del Defensor del Pueblo de la 

Nación a nuestra Ley de Leyes.  

En este orden de cosas, es dable hacer hincapié en que ésta institución de 

raigambre constitucional, de conformidad con cuanto edicta el art.86 del texto 

magno, fue creada con la nobilísima y sustantiva misión de defender y proteger 

los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados por la 

Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y 

el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. 

Sin embargo, con desazón he de remarcar que el puesto de la señalada institución 

republicana se encuentra vacante desde el año 2009, luego de que el Dr. Eduardo 

Mondino renunciara para postularse como candidato a senador nacional en las 

elecciones legislativas de ese año. En esa oportunidad, lo sucedieron los adjuntos 

que lo secundaban, los Dres. Anselmo Sella y Carlos Haquim, respectivamente. 

Empero, ellos también dejaron sus respectivos puestos en los años 2013 y 2015. 



Ergo, desde hace cuatro años la Defensoría está a cargo del subsecretario de la 

entidad, el Dr. Juan José Böck. Ello significa que hace más de tres lustros que los 

representantes del pueblo no son capaces de alcanzar la mayoría agravada que 

exige nuestra Carta Fundacional para designar al defensor del pueblo de la 

nación y, consiguientemente, cubrir de una vez por todas la vacante de marras.  

En sintonía con cuanto venimos discurriendo en esta prosa, éste factum 

desencadenado por las rispideces, desavenencias e intransigencia de nuestras 

fuerzas políticas intestinas configura una omisión o preterición que viola la 

Constitución Nacional, atenta contra el buen funcionamiento de la precitada 

institución y la concreción de su loable norte; por fin y postre, pone en jaque los 

derechos e intereses que el convencional constituyente de 1994 deseaba abrigar 

por conducto de dicha institución jurígena. 

  

d) La Falta de Designación del Procurador General de la Nación  

Desde un plano óntico-jurígeno y político-institucional, el Ministerio Público 

Fiscal de la Nación ya existía y funcionaba en nuestra república; empero, la 

mentada institución fue recién positivizada formalmente en la esfera jurídica-

constitucional a partir de la reforma parcial de nuestra Constitución en el año 

1994. 

De esta manera, la predicha reforma constitucional consagró en su art.120 a la 

entidad fiscal de marras. Ésta norma suprema, precisamente, establece la 

conceptualización, composición y garantías funcionales del Ministerio Público 

Fiscal de la Nación. 

Para ser más específico, el segundo parágrafo de la referenciada norma 

constitucional  establece que el Ministerio Público Fiscal ha de estar encabezado 

por el Procurador General de la Nación. En efecto, quien ocupare su cargo será 

quien dirija la institución y, como jefe máximo de todos los fiscales federales, 



promoverá la actuación de la justicia, velará y defenderá la legalidad de los 

procesos judiciales y de los intereses generales de la sociedad, controlará la 

actuación de los otros órganos del poder y de los particulares y, por último, 

también ejercerá control de constitucionalidad de leyes, normas infralegales, 

actos y omisiones del poder y de los particulares. 

En razón de lo antedicho, podemos atisbar, con meridiana claridad, que la misión 

y funciones que condensa el cargo de procurador general de la nación reviste 

mayúscula y vital importancia en el campo sociojurídico y político-institucional.  

Pese a ello, el preseñalado puesto está vacante desde el año 2017 como 

consecuencia de la renuncia efectuada por la Dra. Alejandra Gils Carbó tras ser 

procesada en una causa judicial por irregularidades en la compra de un edificio 

de la Procuración. Por lo tanto, dicho cargo se encuentra corrientemente ocupado 

de manera interina por el Dr. Eduardo Casal.  

Cuanto fuera disertado ut supra, pone de manifiesto que el arco político tampoco 

ha tenido la aptitud para negociar y consensuar con la  responsabilidad, seriedad, 

madurez y sensatez política, institutional y democrática menesteres para poder 

ungir, de manera oficial y formal, al procurador general de la nación, a tenor con 

el mecanismo que prescribe nuestra Carta Magna para tal fin.  

De tal suerte, aquilato que la ausencia de concertación política en el asunto de 

tratamiento no obedece sino a la predescripta etiología de la degradación de 

nuestra política y democracia doméstica, a la cual me remito brevitatis causae. 

 

e) La falta de concertación política para epilogar el traspaso de la Justicia 

Nacional ordinaria al Ámbito Jurisdiccional de la C.A.B.A.  

La reforma constitucional introducida en nuestra Ley de Leyes en el año 1994 

significó una verdadera y radical metamorfosis jurígena en nuestro derecho 

positivo. Éste hito trascendental acaeció como consecuencia de que los 



convencionales constituyentes de la prementada reforma le atribuyeron a la 

C.A.B.A. potestades legisferantes y jurisdiccionales, de consuno con cuanto 

estipula el actual art.129 de nuestra Carta Fundacional. Por lo tanto, la C.A.B.A., 

por imperio constitucional,  ha de contar con su propia administración de justica 

vernácula. 

Sin embargo, nuestros dirigentes políticos, luego del friolero lapso de treinta años 

de la preindicada reforma de la Constitución Nacional y de veintiocho de la 

sanción de la constitución porteña, no han logrado epilogar el proceso de 

transferencia de la Justicia Nacional ordinaria al ámbito Jurisdiccional de la 

C.A.B.A. 

Amén de ello, he de puntualizar que la Corte Suprema ha exhortado a las 

autoridades políticas a los efectos de que consensuen y arriben a los acuerdos 

necesarios para ponerle punto final a dicho proceso y dar cumplimiento a la 

manda constituyente de 1994. 

De hecho, es asaz oportuno destacar que ya han transcurrido 7 años desde la 

celebración del último convenio de transferencias de recursos, funciones y 

competencias judiciales a la Ciudad de Buenos Aires. Empero, he de exclamar, 

con congoja y un ápice de desesperanza, que el estancamiento del proceso 

político bajo estudio no tiene viso alguno de mudar de semblante.  

En esta tesitura, sospecho, sin requerir de acendrados dotes de sagacidad, que el 

lector habrá de advertir que éste es otro resonante ejemplo de una preterición 

inconstitucional fraguada al calor de las sempiternas llamas del egoísmo y 

narcisismo de la política nacional. 

 

f) La falta de designación de magistrados en la justicia federal y nacional 

La orfandad de cobertura de vacantes de magistrados en la justicia nacional y 

federal, en virtud de su cronicidad, no constituye sino unos de los fenómenos 



más parangónicos y antonomásicos de la incapacidad de la política intestina para 

poder llegar a concertaciones o acuerdos orientados a resolver las demandas 

sociales.  

La sociedad argentina, desde hace largo tiempo, clama por una mejor justicia. Sin 

embargo, la crónica e ingente vacancia judicial que sufre el fuero nacional y 

federal (éste último prácticamente en todo el país) utopiza la posibilidad certera 

de satisfacer la señalada demanda de la ciudadanía argentina.  

En efecto, para ser más preciso e ilustrativo, a continuación les voy a 

proporcionar datos que dan testimonio fidedigno del referido flagelo. Para tal 

empresa me voy a basar en un informe que realizó Fores a partir de información 

que le suministró el Consejo de la Magistratura de la Nación.  

En primer término, he de enfatizar que el 45% de las ternas de los candidatos 

para cubrir las vacantes judiciales han sido remitidas durante el primer año de la 

gestión del gobierno actual. Por su lado, el 55% restante fueron enviadas entre 

2018 y 2023. Pero sin más rodeos, veámoslo a continuación:  

Vacantes judiciales actuales: 

 Cargos de jueces totales: 1002 

 Vacantes en trámite (Consejo de la Magistratura): 121 

 Vacantes en trámite (Poder Ejecutivo): 184 

 Vacantes en trámite (Senado): 0 

Vacantes en el Poder Ejecutivo Nacional: 

 Fuero Federal: 60 cargos 

 Justicia Nacional: 86 cargos 

 Cargos Estratégicos: 43 vacantes de cargos de jueces camaristas de 

diversos fueros, los cuales son vitales para el adecuado funcionamiento de 

la administración de justicia. 



Por otra banda, he de poner de resalto que el Dr. Sebastián Amerio, actual 

secretario de Justicia de la Nación, informó, en conferencia de prensa celebrada 

en fecha 06/11/2024, que existen 368 vacantes en el Ministerio Público Fiscal y el 

Ministerio Público de la Defensa de la Nación. 

Vacantes en el Ministerio Público Fiscal y Ministerio Público de la Defensa de 

la Nación:  

 Concursos listos para su envío al Senado: 37 

 Cargos de defensores oficiales: 265 

 Vacantes en la Defensa: 80  

 Concursos listos para su envío al Senado: 45 

De este modo, tal como sostiene Fores al final de su informe, el Consejo de la 

Magistratura cuenta con casi un 30% de vacantes en trámite, el Ministerio Público 

Fiscal con un 43% y el Ministerio de la Defensa también acusa un 30% de cargos 

sin cubrir. 

Así las cosas, la etiología de ésta patología institucional se encuentra hipostasiada 

por conducto de las coaliciones políticas domésticas cuando utilizan los cargos 

vacantes como botín de guerra o como baza para materializar determinados 

intereses partidistas o personales en sus feroces disputas políticas. Nuevamente 

el egoísmo y el narcisismo político en su máxima expresión.  

Por consecuente, la conducta desplegada por el espectro político no hace sino 

constituir otra omisión o preterición que vulnera nuestra Ley Suprema. Repugna 

el preámbulo constitucional cuando pone en cabeza del estado la cimera 

obligación de afianzar la justicia. Un norte del poder constituyente originario que 

lejos está de alcanzarse. 

Éste fenómeno patológico, provoca las siguientes graves y desdichadas 

consecuencias: 



 Ralentización del servicio de justicia: contribuye perniciosamente en el 

aumento del grado de lentitud de los procesos judiciales. Ello es 

consecuencia de que cuanto mayor sea la tasa de vacancia judicial cuanto 

mayor será la cantidad de magistrados subrogantes y, éstos, 

consiguientemente, verán significativamente sobrecargadas las faenas de 

su magistratura. Como correlato, el servicio de justicia se enlentece y se 

torna cada vez más deficiente. Esto, a su vez, continua dándole lumbre al 

apostrofe de nuestra sociedad consistente en sostener, con justa razón, que 

la justicia es lenta. De esta manera, no se produce sino el aceramiento y 

reafirmación de dicha postura en la conciencia colectiva vernácula. 

 Atentado contra la independencia del Poder Judicial: los magistrados 

subrogantes carecen de estabilidad en el cargo y, por ende, son más 

susceptible de sufrir presiones por parte de la política. Lejos está de ser 

arcano el hecho de que, en numerosas oportunidades, el Poder Ejecutivo 

escudriña los avatares que se suscitan en aquellos procesos judiciales en 

los que se encuentran en juego sus propios intereses. Por tal motivo, el 

Ejecutivo Nacional, en muchas ocasiones, echa mano de los cargos 

vacantes como subterfugio o treta para atentar contra la independencia de 

la Justica.  

 Proscripción material del acceso a la jurisdicción: cuanto mayor sea la 

cantidad de cargos vacantes de defensores oficiales cuanto mayor será el 

número de personas vulnerables que experimentarán como se oblitera su 

acceso a la justicia y se pone contra las cuerdas la impolutidad de sus 

derechos. 

 Exacerbación de la sensación de impunidad e inseguridad: al ser mayor la 

cifra de cargos vacantes de fiscales, el Ministerio Público Fiscal verá cada 

vez más magrecidos sus recursos para investigar los delitos y perseguir a 

sus autores y participes criminales. Ello no hará sino redundar en una 



mayor exacerbación de la sensación de impunidad e inseguridad, 

respectivamente. 

 Agudización de la deslegitimación institucional: si la justicia sigue siendo 

lenta, la independencia judicial es tan solo la expresión de deseo de un 

mero nefelibato, el acceso a la justicia se dificulta cada vez más y el 

Ministerio Publico Fiscal ve su norte institucional diluido como el agua 

entre nuestras manos; en fin, la sociedad argentina continuará 

incrementado su desconfianza en el poder judicial y se agudizará su 

deslegitimación como institución republicana. 

  

5- Mecanismos jurídicos de defensa ante las omisiones o pretericiones 

inconstitucionales 

5.1 Proemio 

En el limen de éste acápite, brindaré, a modo de introito, conceptualizaciones de 

las sentencias constitucionales tanto “tradicionales” como “atípicas”. A posteriori, 

haré hincapié en cómo en el derecho doméstico y comparado la doctrina ha sido 

verdaderamente hacendosa al emprender grandes esfuerzos por fraguar, en el 

ámbito de la teoría de la jurisdicción constitucional, sentencias cuyos contornos 

permitiesen revertir, con relativo éxito, las omisiones o pretericiones 

inconstitucionales en las que incurren los poderes políticos. Es decir, una 

institución jurídica con esencia de pragmatismo fructuoso para la sociedad 

destinataria.  

5.2 Las sentencias constitucionales tradicionales y atípicas 

5.2.1 Conceptualización 

Podemos denominar a las señeras sentencias constitucionales, siguiendo al Dr. 

Sagúes,  como el pronunciamiento que hace un órgano de la jurisdicción 

constitucional ante un planteo de inconstitucionalidad. El sobredicho dispositivo 



jurisdiccional puede ser estimatorio  o desestimatorio. En el primer supuesto se 

acoge el planteo de inconstitucionalidad mientras que en el segundo lo rechaza. 

Por su parte, el ilustre doctrinario Bidart Campos conceptualiza a las sentencias 

constitucionales como aquellas que ponen término a un proceso total o 

parcialmente constitucional. 

Por otra banda, el cuerpo doctrinal, en lo concerniente a las sentencias 

denominadas “atípicas”, lejos está de ser pacífico y de encontrar un consenso 

para conceptualizarlas. 

 En este sentido, podemos mentar como ejemplo a Díaz Revorio, quien las define 

como sentencias interpretativas “recaídas en un procedimiento de 

inconstitucionalidad, cuyo fallo, dejando inalterado el texto de la disposición, declara 

explícita o implícitamente que al menos una de las normas, o parte de ella, que de él 

derivan conjunta o alternativamente, no son acordes con la Constitución”.  

Por su parte, el colombiano Olano García señala, poniendo el acento en la faz 

pragmática, que estas categorías sentenciales suponen modulaciones que afectan 

el contenido de la sentencia y las denomina como “manipulativas”. Amén de ello, 

alusiona que el fundamento que justifica tales modulaciones encuentra quicio en 

el principio de seguridad jurídica, puesto que el norte último es el de no crear un 

vacío legislativo generador de mayor inconstitucionalidad. En esta dinámica, el 

Tribunal Constitucional opta por no expulsar la ley del ordenamiento si es que 

ella, después de ser “manipulada”, puede ser entendida conforme con la 

Constitución.  

En este orden de ideas, el predicho autor puntualiza que en estos casos se recurre 

a la distinción entre “disposición” (enunciado lingüístico de un precepto legal, es 

decir las letras y frases que integran un dispositivo legal) y “norma” (sentido o 

sentidos interpretativos que de dicho enunciado lingüístico se puedan derivar). 

En efecto, lo que justamente el tribunal manipula son los sentidos interpretativos 



que de la disposición se pueden extraer, y no la disposición en sí, lo que es 

competencia exclusiva del legislador. 

5.2.2 Clasificación de las sentencias constitucionales atípicas 

Seguidamente voy a exponer la taxonomía de las denominadas sentencias 

atípicas: 

a) Sentencia exhortativas o apelativas: en ésta tipología de sentencias 

constitucionales el órgano jurisdiccional, cuando aquilata que una norma 

concreta es inconstitucional, exhorta al Poder Legislativo con el objeto de 

que proceda a reformular el texto normativo y dicte una norma que sea 

acorde con la Constitución. Por añadidura, es dable señalar que el 

respectivo tribunal podrá o no establecer un plazo preciso para el 

cumplimiento de tal faena legislativa. 

b) sentencia manipulativa admisoria: en este tipo de sentencias 

constitucionales el tribunal ordena que la ley en cuestión sea interpretada 

de una determinada manera. En otras palabras, la justicia condena a una 

específica exegesis jurídico-legal de la norma. Sin embargo, el texto 

normativo, en puridad, mantiene incólume su vigencia nomológica bajo 

la conditio sine qua non de que sea aplicada de acuerdo con la interpretación 

judicial impuesta por el tribunal, vale decir, a tenor de la constitución 

nacional, pues es precisamente la justicia constitucional la que determina 

qué interpretación y ulterior aplicación de la ley de marras es considerada 

constitucional o inconstitucional, respectivamente. 

c) sentencia manipulativa desestimatoria: en esta categoría de sentencias 

constitucionales se produce una mecánica operativa judicial inversa a la 

anterior: el tribunal refracta la tacha de inconstitucionalidad esgrimida por 

el justiciable y, por consecuente, reputa constitucional una particular 

interpretación jurídica de la norma de que se trate. Ello, 

consiguientemente, deja latente la posibilidad de que cualquier 



temperamento antitético sea estimado inconstitucional en la esfera de la 

jurisdicción constitucional. 

d) sentencia manipulativa aditiva pura: en estas especies de sentencias el 

tribunal tiene la atribución de dictar la norma preterida por el parlamento 

o de ejecutar el acto omitido por el poder ejecutivo. En este sentido, ha de 

ser necesario, en lo que concierne a las omisiones legislativas, distinguir 

dos acciones parlamentarias negativas diferentes:  

- El parlamento nunca dicto la ley necesaria para el cumplimiento del 

mandato que ordena la constitución nacional: en este supuesto, el 

tribunal, en carácter de legislador suplente y precario, ostenta la potestad 

de dictar la ley que jamás se promulgó, cumplir la cláusula constitucional 

y, como corolario, satisfacer los derechos de sus respectivos destinatarios. 

Este tipo de actuación del tribunal constitucional lleva el nombre de 

legislador suplente y precario porque la ley dictada por él gozará de 

vigencia normológica hasta tanto el poder legislativo sancione la ley 

omitida.  

- Cuando el congreso no lo hace respecto a la norma que fue objeto de 

adiciones por parte de la justicia constitucional: esta hipótesis se da 

cuando el tribunal adosa o adita algún elemento primigeniamente 

exógeno a la norma -dado que hasta el dictado de la respectiva sentencia 

aquel no habrá sido parte de su congénita estructura normativa- en aras 

de cohonestarla con las clausulas constitucionales de la Carta Magna y, 

pese a ello, el poder legislativo no procede a dictar la ley de marras con los 

aditamentos normativos establecidos por el tribunal constitucional. Ergo, 

el tribunal, en razón de no haberse cumplido con aquello ordenado por la 

sentencia, ostenta la potestad de expedir la norma de acuerdo con cuanto 

hubiera impuesto en el dispositivo sentencial. En otros términos, deberá 

ejecutarse la ley con arreglo a la adición establecida por el tribunal en la 



sentencia. De lo contrario, la sobredicha norma carecerá de vigencia 

normológica y no tendrá eficacia alguna en el mundo jurídico.  

Asimismo, descripto cuanto precede, es oportuno destacar que en ciertos casos 

el elemento adosado tendrá como misión cubrir vacíos legales o constitucionales, 

mientras que en otros no hará sino ampliar el universo objetivo o subjetivo de 

proyección de la corresponsal norma; es decir que afectará la longitud del radio 

de vigencia y eficacia jurídica de la misma. 

Por añadidura, he se señalar con énfasis en que en estas tipologías de sentencias 

el tribunal, cuando específicamente el poder ejecutivo es el agente protagonista 

de acciones positivas o negativas inconstitucionales, tiene la atribución de 

declarar la inconstitucionalidad de la acción o de ejecutar el inconstitucional acto 

preterido en cuestión. 

e) Sentencias manipulativas aditivas de principio: en estas categorías de 

sentencias constitucionales el tribunal, cuando el congreso incurre en una 

acción negativa inconstitucional, ostenta la atribución de establecer un 

plazo razonable dentro del cual el parlamento tendrá que dictar la norma 

preterida o dictarla en consonancia con la adición establecida, mas carece 

de la atribución de ejecutar la respectiva norma. 

En la misma tónica, cuando quien realiza un acto inconstitucional o hipostasia 

una omisión inconstitucional es el Ejecutivo Nacional, el tribunal constitucional 

goza de la atribución de imponer que, dentro del plazo razonable que estatuya al 

efecto, reajuste y readecue su inconstitucional conducta, ora positiva, ora 

negativa. Amén de ello, huelga remarcar que el Departamento ejecutivo habrá de 

cumplir cuanto ordene el tribunal constitucional, no solo dentro del tiempo 

razonable que haya impuesto, sino también en consonancia con los 

corresponsales parámetros que hipotéticamente haya establecido aquél. 

Por fin y postre, he de puntualizar que la diferencia entre las sentencias 

manipulativas aditivas puras y las aditivas de principio entiba en que en éstas 

últimas el tribunal constitucional no establece el adosamiento o aditamento de 



una regla de aplicación inmediata sino que tan solo estatuye parámetros o 

estándares que habrán de ser observados por el poder político respectante y 

dentro del plazo razonable que a tal fin imponga aquél. Por tal razón, con buen 

tino se ha aseverado que estas especies de sentencias se erigen en una suerte de 

colaboración entre la Corte, el Parlamento y el Ejecutivo; un verdadero codialogo 

interpoderes, tan saludable para nuestra república y democracia.  

 

6- Las Sentencias Constitucionales Atípicas en el derecho comparado  

Embrionariamente, he de citarles como ejemplo al derecho ecuatoriano. En 

efecto, la nueva Constitución del Ecuador, aprobada por referéndum el 28 de 

septiembre de 2008, ha remozado la fisonomía y fisiología institucional del 

antiguo Tribunal Constitucional (ahora denominada Corte Constitucional). Este 

cambio radical no ha hecho sino mutar, incrementar y fortalecer su función y 

autonomía política-jurídica-institucional.  

En este orden de cosas, cabe resaltar el actual inc. 10) del art. 436 de la 

constitución ecuatoriana (concernientes a las competencias de la Corte 

Constitucional), el cual reza cuanto sigue a continuación: “Declarar la 

inconstitucionalidad en que incurran las instituciones del Estado o autoridades públicas 

que por omisión inobserven, en forma total o parcial, los mandatos contenidos en normas 

constitucionales, dentro del plazo establecido en la Constitución o en el plazo considerado 

razonable por la Corte Constitucional. Si transcurrido el plazo la omisión persiste, la 

Corte, de manera provisional, expedirá la norma o ejecutará el acto omitido, de acuerdo 

con la ley”. 

Podemos divisar, de forma diáfana, que esta norma suprema ecuatoriana 

trasunta la positivización de las sentencias manipulativas aditivas puras en el 

derecho constitucional del Ecuador.   



Por otra parte, también cuadra poner de resalto que el Estado mexicano de 

Chiapas, en virtud del decreto publicado en el periódico oficial del 16 de mayo 

de 2007, estableció que cuando se considere que el Congreso no ha resuelto 

alguna ley o decreto y que dicha omisión vulnera la Constitución, el Tribunal 

Constitucional ostentará la potestad de intimar al Congreso para que resuelva la 

omisión en el período de sesiones. Amén de ello, es dable subrayar que la Justicia 

Constitucional, en el supuesto que el parlamento no cumpla su intimación y 

además se tratare de leyes cuya sanción está ordenada por la Constitución local 

o federal, está investido de la atribución de expedir, de forma provisional, las 

correspondientes disposiciones normativas con carácter precario. De tal suerte, 

la calidad de precariedad de la norma es consecuencia de que ella tendrá vigencia 

normológica hasta que el Congreso subsane la omisión o preterición legislativa 

que conculca su Carta Fundacional. Ésta es la denominada doctrina del 

Legislador Suplente y Precario. 

Esta disposición normativa también consagra las sentencias manipulativas 

aditivas puras en el plano positivo constitucional del estado chiapaneco de 

México. 

También en México, pero en el estado de Veracruz, su constitución edicta que el 

Tribunal Superior de Justicia tendrá la atribución de fijar un plazo de dos 

períodos ordinarios de sesiones para que el poder legislativo omisor dicte la 

respectiva norma faltante; asimismo, si transcurrido el alusionado plazo no se 

atendiere la resolución, dicho tribunal constitucional podrá dictar las bases a las 

que habrán de sujetarse las autoridades, hasta que se expida la ley o decreto 

respectante. Tal como podemos apreciar, ésta norma también abraza la corriente 

doctrinal referida ut supra. 

Por añadidura, otro ejemplo que podemos hallar en el derecho comparado es el 

caso de Venezuela. Concretamente, la Constitución venezolana de 1999 

contempla la inconstitucionalidad por omisión o preterición en el que  pudiera 



incurrir el poder legislativo nacional, estadal o municipal. Establece que en tales 

hipótesis factuales la respectiva Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 

Justicia: "dispondrá un plazo y, de ser necesario, los lineamientos de su corrección”. 

Esta norma constitucional de Venezuela congrua con las disposiciones magnas 

de los estados mexicanos de Chiapas y Veracruz, toda vez que se engarza en la 

doctrina del Legislador Suplente y Precario. 

Para finalizar, viajaremos retrospectivamente a los confines del derecho italiano, 

en donde la Corte Constitucional de Italia tomó, en la década del ‘60, la postura 

jurisprudencial de integrar los vacíos lagunosos que adolecía el ordenamiento 

jurídico del susodicho país.  Justamente en razón de dicha posición, la Corte 

italiana dictó en numerosas oportunidades las afamadas sentencias 

manipulativas aditivas puras cuando los poderes políticos realizaban acciones 

que se engastaban en lo que la doctrina de la mentada Nación bautizó como 

“ilegitimidad constitucional de la previsión omitida de algo que debió haber sido previsto 

por la ley”.  

Empero, he de poner de relieve que las sobredichas resoluciones jurisdiccionales 

del Máximo Tribunal italiano no lograron tener eco en la conciencia jurígena de 

los jueces inferiores; a contario sensu, la corriente jurisprudencial encarnada por 

dichas decisiones judiciales fueron objeto de filípicas por parte de la detractora 

justica ordinaria. Como consecuencia de ello, los jueces ordinarios no hicieron 

sino rechazar de plano la aplicación de la norma creada por la Corte 

Constitucional de Italia. 

Al fin y al cabo, he de remarcar que, en función de superar la dialéctica trabada 

por la Corte Constitucional italiana y la justicia ordinaria, se alcanzó como 

síntesis la gestación de las prereferidas y desarrolladas “sentencias aditivas de 

principio”.   

 



7.- Conclusión 

La postrera conclusión personal que he de compartirles, a título de colofón de 

este trabajo académico, comulga con cuanto excogité primitivamente al momento 

de tomar la decisión de consagrarme al estudio y desarrollo del tópico objeto de 

aquél. En otras palabras, ello no significa sino que reafirmo y ratifico mi criterio 

consistente en que es menester, vital e imprescindible llevar a cabo una nueva 

reforma parcial de nuestra Carta Magna con la telésis de remozar la zona de 

reserva constitucional de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en aras de 

combatir, con mayor viso de airosidad, la desafortunada patología de nuestra 

política doméstica: la incapacidad de alcanzar consensos políticos que den 

cumplimiento a las normas o cláusulas constitucionales y que, 

consecuentemente, satisfagan los corresponsales derechos del universo subjetivo 

destinatario de aquellas.  

En efecto, el cociente del alusionado flagelo, tal como fuera exclamado en las 

líneas pretéritas de esta prosa académica, está encarnado por las omisiones o 

pretericiones inconstitucionales que, en innumerables oportunidades, 

protagonizan el poder legislativo y ejecutivo en el derecho vernáculo. 

Por tal motivo, el mentado remozamiento de la fisiología institucional de nuestro 

Cimero Tribunal Federal no estaría constituido sino por la concesión de nuevas 

atribuciones magnas, a saber: el dictado de las afamadas sentencias 

constitucionales atípicas. 

De tal modo, se nos impone realizarnos la siguiente interrogante: ¿Cómo operaría 

la nueva dinámica de la fisiología institucional de nuestro Máximo Tribunal de 

la Nación? Bueno, sin más ambages, veámoslo a continuación: 

La Corte Suprema, en aquellos supuestos factitivos en los que los Departamentos 

Legislativo o Ejecutivo se erijan en los autores materiales de omisiones o 

pretericiones que violen nuestra Constitución Nacional, debería, liminarmente, 



ostentar la atribución de dictar una sentencia manipulativa aditiva de principio 

en pos de revertir la acción negativa inconstitucional respectante. 

En el caso de que aquella esté encarnada por el Congreso de la Nación el dictado 

del referido dispositivo sentencial tendrá como objeto precipuo el de establecer 

un plazo razonable dentro del cual el parlamento tendrá que dictar la norma 

preterida o dictarla en consonancia con la adición que hubiera impuesto la Corte 

Suprema. 

En la misma inteligencia, nuestro Alto Tribunal, cuando quien hipostasie una 

omisión inconstitucional fuese el Ejecutivo Nacional, gozaría de la potestad de 

imponer que, dentro del plazo razonable y con arreglo a los parámetros que 

estatuya al efecto, reajuste y readecue su inconstitucional conducta negativa a los 

fines de cohonestarla con la norma o cláusula de la Carta Fundacional que se 

encontrare en juego. 

Por otra banda, en el supuesto de que la sentencia aditiva de principio no sea 

honrada por el Poder Ejecutivo o Legislativo, nuestro Cimero Tribunal,  antes de 

tomar la decisión jurisdiccional más severa y tajante, habrá de poder exigir que 

los susodichos poderes rindan cuenta del motivo o razón en cuya virtud la 

sentencia no fue cumplida dentro del plazo y/o estándares estatuidos por la Corte 

Suprema. Ello sería saludable porque el Alto Tribunal podría controlar la 

razonabilidad legal del tiempo insumido o del apartamiento total o parcial a los 

parámetros previamente establecidos por él y, además, también contribuiría a 

fortalecer la cultura del codialogo interpoderes.  

Sin embargo, el Cimero tribunal, en el caso de que el resultado de la rendición de 

cuentas de marras arrojare que el lapso trascurrido o el apartamiento a los 

parámetros prefijados fueren irrazonables, tendría la prerrogativa de dictar una 

sentencia manipulativa aditiva pura con el norte de dinamitar la conducta 

negativa inconstitucional. 



En efecto, la Corte Suprema, en el supuesto de que el agente omisivo sea el 

parlamento, podrá dictar la norma preterida para honrar la manda constituyente 

y, por consiguiente, permitir la satisfacción de los respectivos derechos de su 

constelación subjetiva destinataria. Ello sin perjuicio de que la vigencia 

normológica de la norma individual, dictada en subrogación de la norma 

preterida, estará signada por la precariedad en virtud de que nuestro Máximo 

Tribunal actuaría como legislador suplente o precario. 

Por otro lado, el Alto Tribunal, en la hipótesis factual de que el autor material de 

la acción negativa inconstitucional sea el poder ejecutivo, ostentaría la potestad 

de ejecutar el acto omitido por la Administración Pública, con el mismo afán de 

cumplir el mandato constitucional y satisfacer los derechos de su polo subjetivo 

destinatario. 

Por fin y postre, he de expresar, tal como lo hice en los amenes de mi anterior 

artículo jurídico, que quizás con una Corte Suprema remozada, en términos de 

fisiología institucional,  podremos batallar con mayor efectividad y eficacia el 

mortífero fenómeno de la degeneración de la política y democracia argentina. De 

tal fortuna, tendremos mayores probabilidades de lograr que se cumplan los 

mandatos constitucionales y se satisfagan los derechos del universo subjetivo 

destinatario de ellos.  
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